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POR STEFANO PRATO, SOCIEDAD INTERNACIONAL PARA EL DESARROLLO (SID)1

El ODS 17, “[f]ortalecer los medios de implementación y revitalizar la alianza mundial para el desarrollo sostenible”, 
articula las medidas claves que se espera desbloqueen el progreso en pos de la Agenda 2030. Se contextualiza y 
complementa con la Agenda de Acción de Addis Abeba (AAAA) y los medios de implementación específicos de cada ODS. 
Si bien la sociedad civil denunció su insuficiencia para cumplir con las ambiciones de la Agenda 2030, el marco 
combinado de medios de implementación y la AAAA ofrece puntos de entrada útiles para continuar con el progreso. 
Dos problemas principales dificultan la implementación: la negativa de los países desarrollados a participar en 
una democratización de la gobernanza económica mundial y la parcialidad del sector privado dominante.

1  Este artículo amplía el editorial del autor titulado “Financing for 
    Development: The Progress Money Cannot Buy” (Financiación 
    para el desarrollo: el progreso que el dinero no puede comprar), 
    publicado en la revista Development 59:1, dedicada a la
    financiación para el desarrollo.

Las dimensiones aparentemente olvidadas
de la Agenda 2030

El proceso inicial para implementar la Agenda 2030 ha 
experimentado un impulso muy fuerte hacia la imple-
mentación nacional. Aunque dicho enfoque nacional es 
necesario y bien recibido, el término “nacional” tiende 
a usarse principalmente para referirse a los países en 
desarrollo y las dimensiones globales de la agenda son 
constantemente minimizadas. Los países desarrollados, 
por lo tanto, logran desviar la atención de sus responsa-
bilidades hacia el progreso nacional de los países en de-
sarrollo. El importante debate sobre los “cuatro grandes 
elefantes” del sistema mundial, a saber, el comercio, las 
finanzas, el clima y la movilidad humana, sigue siendo 
periférico, o no se lo aborda en absoluto, en el proceso 
de implementación y revisión de la Agenda 2030. Esto es 
así a pesar de la constante evidencia de que no se puede 
lograr un progreso real y duradero sin reordenar la 

gobernanza de estos cuatro factores de formación prin-
cipales en relación con los imperativos de los derechos 
humanos y el desarrollo sostenible. Lamentablemente, 
el Foro sobre Financiación para el Desarrollo de 2017 del 
Consejo Económico y Social confirmó la renuencia de los 
países desarrollados a abordar estos asuntos mundiales 
dentro del contexto de la ONU y reafirmó su intención de 
continuar protegiendo a las instituciones que controlan. 
Resulta interesante que los “adalides de la democracia” 
parezcan rechazar la democratización de la gobernanza 
económica mundial. A la vez, el debate sobre los medios 
de implementación y la financiación para el desarrollo 
continúa siendo liderado por una parcialidad del sector 
privado dominante que, bajo el inquietante lema de que 
“es buen negocio el desarrollo sostenible”, identifica en 
el desbloqueo de acciones y finanzas privadas la clave 
fundamental para la implementación de los ODS.

Incoherencia en las políticas y gobernanza 
económica mundial

Más que en la provisión de recursos, el primer proble-
ma real en la búsqueda de medios de implementación 
puede, por lo tanto, encontrarse en la resistencia al 
rediseño democrático de la gobernanza económica 
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mundial. El progreso en la cooperación internacional 
en cuestiones tributarias, la sostenibilidad de la deuda, 
los sistemas de comercio multilateral equitativo y la 
alineación de instituciones financieras internaciona-
les (IFI) con el desarrollo sostenible requiere nuevas 
instituciones y marcos universales y democráticos o la 
democratización de los existentes. Algunos ejemplos 
notables son los pedidos de los países en desarrollo 
respecto a que haya un organismo fiscal interguberna-
mental en el nivel mundial y un mecanismo efectivo de 
reestructuración de la deuda internacional. Lamenta-
blemente, el pedido de democratización se enfrenta 
al obstinado rechazo de los países desarrollados, que 
prefieren continuar generando y fortaleciendo sus pro-
pias instituciones (por ejemplo, la Organización para 
la Cooperación y el Desarrollo Económico) o aquellas 
que controlan de manera irregular (por ejemplo, las 
instituciones de Bretton Woods).

Esto no solo representa un obstáculo para el progreso, 
sino que también continúa fomentando una incoheren-
cia importante en las políticas, a pesar del hecho de que 
la coherencia de las políticas con los derechos humanos 
y el desarrollo sostenible es uno de los pilares funda-
mentales para lograr la implementación de la Agenda 
2030. En este sentido, la reserva expresada por Estados 
Unidos sobre el resultado intergubernamental del Foro 
del ECOSOC sobre el Seguimiento del Financiamiento 
para el Desarrollo 20172 es emblemática: “Estados 
Unidos de desvincula del párrafo 20 que solicita a 
todas las organizaciones e instituciones regionales y 
mundiales tomar en cuenta los ODS cuando desarrollen 
sus estrategias, políticas y prácticas”.3 Evidentemente, 
esta afirmación muestra la urgencia de los problemas 
que plantean a la gobernanza económica mundial el 
cambiante contexto geopolítico y el resurgimiento de 
políticas firmes de poder, ya que estas generan profun-
das consecuencias en procesos basados en el consenso, 
en los que no pueden alcanzarse acuerdos de “todos 
menos uno” o “menos unos pocos”. Tanto el seguimien-
to como la revisión de la Agenda 2030 y el proceso 
de seguimiento de la financiación para el desarrollo 
encajan dentro de esta categoría.

2 ONU (2017).
3 United States Mission to the United Nations (2017).

La otra víctima de la incapacidad de lograr la demo-
cratización de la gobernanza económica mundial es la 
aspiración de abordar problemas sistémicos, una de las 
principales características del Consenso de Monterrey 
sobre la financiación para el desarrollo. Las reformas 
inadecuadas en el mercado financiero, la constante in-
capacidad de lidiar con los impulsores financieros de la 
volatilidad en el precio de los productos básicos, los nue-
vos desafíos a la sostenibilidad de la deuda, promovidos 
también por la financierización de la infraestructura, 
y la resistencia a usar mecanismos, como los derechos 
especiales de giro, para fortalecer las redes de seguridad 
financiera contribuyen a aumentar los riesgos sistémi-
cos del patrón de globalización actual, sin mencionar la 
constante resistencia de algunas personas a reconocer 
acabadamente la naturaleza sistémica del riesgo climá-
tico. Lamentablemente, el proceso de seguimiento de la 
financiación para el desarrollo aún no ha demostrado 
ser capaz de proporcionar el espacio necesario para me-
didas de precaución y de previsión con el fin de asegurar 
la búsqueda de desarrollo sostenible ante la próxima 
crisis sistémica.

A medida que se presiona a los países en desarrollo 
para que avancen con la implementación nacional de 
la Agenda 2030, los obstáculos estructurales sistémicos 
continúan limitando el margen fiscal y de políticas para 
lograr las medidas de desarrollo y cambiar el centro de 
gravedad de sus economías a favor del mercado local. 
Esta situación continúa relegando a muchos países (en 
especial, muchos países africanos) a condiciones de 
dependencia de productos básicos y niveles inacep-
tablemente bajos de diversificación económica, dada 
su posición desigual en la organización mundial de la 
producción. Otro ejemplo inaceptable de la incoherencia 
en políticas se manifiesta en los continuos intentos de 
establecer jerarquías normativas entre los derechos de 
los inversionistas y los derechos humanos a través de 
acuerdos comerciales y de inversión, lo que restringe 
aún más el margen de acción en materia de políticas de 
desarrollo para los países en desarrollo.

Predilección por el sector privado frente al
reordenamiento necesario del modelo comercial

El segundo problema para la implementación adecuada 
del ODS 17 es el discurso dominante relacionado con 
el sector privado. Aquí, los principales impulsores no 
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son del todo claros. Muchos se apresuran a señalar los 
intentos de apropiarse del margen de acción pública por 
parte de agentes privados, en general, grandes empre-
sas. Si bien la situación puede ser así, la predilección por 
el sector privado de muchos representantes guberna-
mentales suele ser desalentadora y expone una postura 
de renuncia a las responsabilidades del Estado frente a 
los problemas que este se siente inadecuado o incapaz 
para afrontar. En ocasiones, el deseo del Estado de ceder 
la esfera pública al sector privado parece superar el 
deseo del sector privado de apropiársela. Esto genera un 
contexto de negociación muy débil, en el que los intentos 
de seducir al sector privado suelen derivar en una ver-
dadera seducción del Estado.

En este marco, la cuestión del sector privado no se 
suele plantear de manera correcta. Quizá sea cierto 
que la participación del sector privado contiene 
muchas de las claves para lograr la implementación 
de la Agenda 2030. Pero la premisa de dicha partici-
pación debe ser el reconocimiento de que los marcos 
económicos actuales son responsables de los niveles 
inaceptables de explotación de personas, comuni-
dades y recursos naturales y de que dañan nuestros 
ecosistemas y continúan reproduciendo una división 
neocolonial del trabajo que relega a muchos países 
en desarrollo al extremo más bajo de la organización 
mundial de la producción. Además, estos marcos 
prosperan por medio de estructuras patriarcales y 
continúan explotando el papel de las mujeres en la 
reproducción social. Esto ha llevado a un enfoque 
de la producción y la productividad que considera 
externos los imperativos sociales, medioambientales y 
políticos del desarrollo sostenible. El papel fundamen-
tal del Estado es el de volver a trazar las líneas que 
generan la brecha actual entre lo que es legal y 
lo que es sostenible. Esperar que esta brecha se 
resuelva mediante iniciativas voluntarias del sector 
privado significa que el Estado rehúye la responsa-
bilidad de regular para el interés público. Además, 
también es un cuento de hadas.

No obstante, las iniciativas reguladoras no son una tarea 
fácil en la economía globalizada actual y requieren altos 
grados de concertación en las medidas globales para evi-
tar “carreras hacia el abismo”. En este contexto, vuelve a 
surgir la cuestión de la gobernanza, tomando en cuenta 
que las clasificaciones y prescripciones de políticas 

implícitas de los informes Doing Business (Haciendo 
negocios) y Facilitando los negocios en la agricultura 
(Enabling the Business of Agriculture, EBA) del Banco 
Mundial impulsan la desregulación del sector privado 
en todo el mundo. Ante este contexto, el primer paso 
inmediato para recuperar el rol normativo del Estado 
sigue siendo el proceso iniciado por el Consejo de Dere-
chos Humanos a través del establecimiento del Grupo 
de Trabajo Intergubernamental de composición abierta 
sobre las Empresas Transnacionales y Otras Empresas 
Comerciales en materia de Derechos Humanos. El man-
dato de este grupo de trabajo es elaborar un instrumento 
internacional jurídicamente vinculante para regular, en 
cuanto a las normas de derechos humanos internacio-
nales, las actividades de las empresas transnacionales y 
otras empresas comerciales (véase el capítulo 12).

Pero la regulación no es el único instrumento disponible. 
El uso de instrumentos fiscales para rectificar la fijación 
de precios relativos de los factores de producción, por 
ejemplo, reduciendo o eliminando impuestos sobre la 
renta del trabajo mientras se aumentan los impuestos 
sobre el uso de los recursos naturales, puede guiar la 
innovación en direcciones diferentes a la búsqueda 
constante actual para minimizar el factor del costo 
laboral. Lamentablemente, los debates sobre políticas 
que se llevan a cabo para analizar estas opciones son 
muy escasos. Por el contrario, los incentivos norma-
tivos y fiscales suelen dirigirse precisamente a los 
infractores, por ejemplo, eliminando impuestos sobre 
transiciones productivas a patrones de producción más 
sostenibles, para socializar de esta manera el costo del 
ajuste, en lugar de obligar al sector privado a que lo 
asuma. Resulta interesante que existan esquemas de 
incentivos limitados para respaldar modelos económi-
cos alternativos que internalicen por completo dimen-
siones sociales, medioambientales y políticas, como la 
agroecología, las economías circulares y las economías 
sociales solidarias, entre otras.

El dilema entre lo público y lo privado

Más allá del reordenamiento del modelo comercial 
con el desarrollo sostenible, la segunda dimensión 
fundamental de la predilección por el sector privado se 
relaciona con el pedido, en ocasiones la súplica, de que 
el sector privado se asocie con el sector público para 
prestar servicios y bienes públicos. La denominación 
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En octubre de 2011, un comunica-
do de prensa del Banco Mundial 
anunció con orgullo que “la IFC 
(Corporación Financiera Interna-
cional, por sus siglas en inglés), 
miembro del Grupo Banco Mun-
dial, aporta una innovadora garan-
tía de crédito parcial de USD 50 mi-
llones a un antiguo cliente de la IFC, 
Construtora Norberto Odebrecht 
SA, para el respaldo del desarrollo 
de infraestructura en Brasil y otros 
países latinoamericanos”.1 Esos 
50 millones de dólares se multi-
plicaron casi como por arte de 
magia por 40 en el encabezado del 
comunicado: “La garantía de la IFC 
a Construtora Norberto Odebrecht 
de Brasil aportará hasta 2.000 mi-
llones de dólares en infraestructu-
ra”. El truco financiero se explicó 
de la siguiente manera: “La IFC ha 
diseñado un innovador mecanismo 
de garantía de crédito parcial con-
forme el cual la garantía por 50 mi-
llones de dólares permitiría a 
Construtora Norberto Odebrecht 
SA obtener hasta 250 millones de 
dólares en seguros de caución, lo 
que directamente respaldaría has-
ta USD 2000 millones en contratos 
de construcción en los sectores de 

1 Véase, por esta cita y las siguientes, 
http://ifcext.ifc.org/IFCExt/pressroom/
IFCPressRoom.nsf/0/0F649A1A15F

	 C4B0885257936005218E0.	

energía, agua, carreteras, puertos, 
aeropuertos y riego, entre otros”.

Ambas partes estaban al tanto de 
que esto era un nuevo modelo para 
probar y copiar. Marcos Lima, quien 
encabezó la gestión de riesgo de 
apropiación, seguros y unidad de se-
guros de caución de Odebrecht, dijo: 
“Esperamos repetir esta novedosa 
estructura financiera con la IFC y 
otras instituciones en el futuro para 
aprovechar mejor la capacidad”.

Por el lado del Banco Mundial, Atul 
Mehta, director de Manufactura, 
Agronegocios y Servicios en la IFC, 
afirmó: “El desarrollo de infraes-
tructura es uno de los desafíos más 
importantes para el crecimiento 
sostenido. Genera importantes opor-
tunidades de empleo y capacitación 
para la base de la pirámide y para las 
pequeñas y medianas empresas. La 
IFC se complace en poner a prueba 
este nuevo producto financiero que 
aborda una restricción clave y espe-
ra ofrecerlo en otros mercados”.

La alianza entre el Banco Mundial 
y Odebrecht tuvo tanto éxito que 
unos meses después de este anun-
cio, en julio de 2012, la IFC probó 
con la misma empresa constructora 
un nuevo modelo de asociaciones 
público-privadas (APP), ahora dirigi-
das a la educación.

En lugar del proceso de licitación 
tradicional, mediante el cual el sis-
tema escolar paga a una empresa 
constructora para que construya 
las instalaciones, el contratista ob-
tendría “una concesión de 20 años 
para financiar, construir, equipar 
y poner en funcionamiento los 
servicios no pedagógicos de 
32 jardines de infantes y 5 escuelas 
primarias nuevos”.2 Conforme 
los términos de esta concesión, el 
socio del sector privado no solo es 
responsable de la construcción, 
sino también de la “limpieza, 
vigilancia, lavandería, manteni-
miento y gestión de los servicios 
públicos” durante dos décadas, lo 
que “permitiría a los directores de 
las escuelas concentrarse en ense-
ñar y no en administrar diversos 
proveedores”.

El proceso de licitación fue facilita-
do por la IFC. Había dos licitantes 
(la multinacional brasileña Andrade 
Gutierrez SA y Odebrecht) y 
Odebrecht ganó el contrato.

2 World Bank Group (2012): Public-Private 
Partnerships Briefs: Brazil: Belo Horizonte 
Schools (http://documents.worldbank.
org/curated/en/180971468188941367/
pdf/96871-P3Briefs-BrazilBeloHorizonte 
Schools-Box391454B-PULBIC-Colltitle-
PPP-BRIEF.pdf).

Apalancamiento de la corrupción: cómo los fondos del 
Banco Mundial terminaron por desestabilizar las democracias 
jóvenes en América Latina 
POR ROBERTO BISSIO, SOCIAL WATCH

http://ifcext.ifc.org/IFCExt/pressroom/IFCPressRoom.nsf/0/0F649A1A15FC4B0885257936005218E0
http://ifcext.ifc.org/IFCExt/pressroom/IFCPressRoom.nsf/0/0F649A1A15FC4B0885257936005218E0
http://ifcext.ifc.org/IFCExt/pressroom/IFCPressRoom.nsf/0/0F649A1A15FC4B0885257936005218E0
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Pronto, el Banco Mundial se encon-
traba expandiendo el modelo en 
toda América Latina. La primera 
APP en Colombia se firmó en 2014 
con el objetivo de recuperar el río 
Magdalena para la navegación. No 
tuvo un buen comienzo. La socie-
dad civil se opuso al proyecto 
porque no se consultó a las 
comunidades locales y no hubo su-
ficientes estudios sobre el impacto 
medioambiental y social. Sociedad 
de Objeto Único Navelena SAS, el 
asociado privado de la APP de Co-
lombia, es propiedad de Odebrecht 
en 87%.

La base de datos del Banco Mundial 
sobre las APP registra al momento 
proyectos con la participación de 
Odebrecht en Brasil, Perú, Colom-
bia y México, por un total de más 
de 30.000 millones de dólares.3 
Además, Odebrecht y otras cuatro 
empresas constructoras brasile-
ñas (Camargo Correa, Andrade 
Gutierrez, Queiroz Galvao y OAS 
Construction) recibieron miles de 
millones de dólares del Banco Na-
cional de Desarrollo (BNDES) para 
llevar sus operaciones de América 
Latina a África.

Si bien el modelo se expandió 
rápidamente, en 2014, un pequeño 
departamento de la Policía Federal 
brasileña comenzó la operación 
bautizada “Lava Jato” (lavado de ve-
hículos) para investigar a estas cinco 
empresas. Se las acusó de constituir 
un “cártel” para decidir entre ellas 
el precio y el ganador de todas las 

3 Véase http://ppi.worldbank.org/
	 snapshots/sponsor/odebrecht-sa-1503. 

licitaciones públicas de la empresa 
petrolera Petrobras, propiedad 
del Estado brasileño. A medida 
que avanzaba la investigación, 
todo el sistema político de Brasil 
se vio sacudido. Para negociar una 
reducción en su condena de 20 años 
de prisión, el director ejecutivo, 
Marcelo Odebrecht, acusó a todos 
los partidos políticos, al presidente 
actual y a tres o cuatro ex-presiden-
tes de Brasil, y a varios de sus co-
legas latinoamericanos y africanos 
de recibir sobornos por parte de la 
empresa que iniciara su abuelo.

En su apogeo en 2016, Odebrecht 
empleaba a 128.000 personas en 
todo el mundo y tenía ingresos de 
alrededor de 100.000 millones de 
dólares por año. La multa que debe 
a los gobiernos de Brasil, Suiza y 
Estados Unidos es de 2.600 millo-
nes de dólares, el doble de lo que 
Siemens pagó en 2006 cuando se la 
acusó de sobornar a gobiernos de 
todo el mundo. 

¿La corrupción dentro de las APP 
es un accidente? ¿Odebrecht es solo 
una “manzana podrida”?

El economista español José Luis 
Guasch, que antes trabajó en el 
Banco Mundial, detectó que 78% de 
todas las APP de transporte en Amé-
rica Latina han sido renegociadas,4 
con un promedio de cuatro anexos 
por contrato y un aumento del costo 

4 Citado en “The Odebrecht Scandal Brings 
Hope of Reform”. En: The Economist, 
2/2/2017 (www.economist.com/news/

	 americas/21716105-revelations-wholesale-
	 bribery-may-mark-turning-point-latin-

americas-battle-against).

de 30 millones de dólares por ane-
xo. De este modo, el costo de una 
carretera que une Brasil con Perú 
se elevó de 800 millones a 2.300 mi-
llones de dólares con la adición de 
22 anexos. Estos cambios contrac-
tuales, dice Guasch, pueden ser 
“terreno fértil para la corrupción”. 
Había abundantes investigaciones 
disponibles en el Banco Mundial en 
la primera década de este siglo para 
advertir sobre los posibles efectos 
negativos de las APP. “Todos sabían 
que Odebrecht hacía esto”, sostiene 
Christopher Sabatini, profesor de 
la Escuela de Asuntos Públicos e 
Internacionales de la Universidad 
de Columbia, en Nueva York.5 “La 
colusión era evidente desde un 
comienzo”.

Es lógico que la corrupción esté in-
crustada en el modelo. Cuando una 
empresa aprovecha los fondos pú-
blicos para recaudar dinero privado 
(de 50 millones a 2.000 millones de 
dólares, ¿recuerdan?) y solo tiene 
un cliente posible (el gobierno), la 
tentación de influir sobre ese cliente 
a través de métodos no ortodoxos 
puede ser muy fuerte.

No obstante, el Banco Mundial no 
solo continuó con el modelo y lo 
expandió de Brasil a toda América 
Latina (y en el proceso, debilitó 
gravemente a democracias inci-
pientes), sino que, incluso después 
del escándalo “Lava Jato”, decidió, 
en la primavera de 2017, acelerar 

5 Citado en Christian Science Monitor, 
10/4/2017 (www.csmonitor.com/World/
Americas/2017/0410/As-Brazil-s-Car-
Wash-case-surfaces-more-corruption-

	 will-scandal-fatigue-slow-progress).

http://ppi.worldbank.org/snapshots/sponsor/odebrecht-sa-1503
http://ppi.worldbank.org/snapshots/sponsor/odebrecht-sa-1503
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asociación público-privada (APP), por lo tanto, se utiliza 
para describir este fenómeno general, así como para 
indicar acuerdos contractuales particulares, que es a lo 
que la sigla se refiere de manera más específica.

En los últimos años, diversas iniciativas de investigación 
conducidas por organizaciones de la sociedad civil e in-
cluso por organizaciones internacionales analizaron las 
APP y presentaron evidencia concreta de sus deficien-
cias.4 Diversos informes destacan de qué manera las APP 
tienden a cambiar la naturaleza de los servicios públicos 
con muy poca evidencia de una mayor eficacia, aumen-
tan en gran medida el costo público en comparación 
con la contratación pública, ofrecen mayores riesgos 
que las inversiones públicas que se socializan casi en 
su totalidad y menoscaban la responsabilidad democrá-
tica. Cuando se aplican a proyectos infraestructurales 
importantes, también pueden contribuir a generar 
niveles de deuda insostenibles evadiendo la responsabi-
lidad pública y proporcionando canales rápidos para la 
financierización de dichas inversiones. 

Sin embargo, cuatro dimensiones claves de este dis-
curso ayudan a problematizar y contextualizar este 
entusiasmo por las APP. La primera se relaciona con 
la creciente confusión sobre qué es público y qué es pri-
vado. El pedido, a menudo incondicional, de movilizar 
las finanzas privadas e involucrar al sector privado no 
está respaldado por un entendimiento claro de qué es 
privado, qué debe permanecer público pero es mejor 
provisto por el sector privado, y qué es público pero 
puede ser provisto por el sector privado. Claramente, 
estas distinciones dependen mucho del contexto y 
se pueden aportar diferentes respuestas en distintas 
situaciones nacionales, pero no parece haber un debate 
actual en firme reconocimiento de que hay bienes y 
servicios públicos que inconfundiblemente competen 
al sector público.

La segunda dimensión se relaciona con el hecho de 
que los límites entre lo público y lo privado no están 
fijos y la propiedad privada está pasando del capital 
físico al capital financiero. Las alianzas públicas con 
el sector privado deben, por lo tanto, ubicarse 
en los procesos constantes de mercantilización y 

4 Véase, por ejemplo, Eurodad (2015).
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el impulso global de las APP, con el ob-
jetivo de saltar de “miles de millones a 
billones” en financiación de infraestruc-
turas, siguiendo a pie juntillas el mismo 
modelo “innovador” que se probara 
primero con Odebrecht en 2011.

Mientras tanto en Brasil, 89 políticos y 
empresarios ya han sido condenados 
a un total de más de 1.300 años de pri-
sión. Algunas investigaciones similares 
recién están comenzando en otros paí-
ses afectados. Pero el Banco Mundial no 
debe temer. Conforme los acuerdos con 
los países receptores que el Banco exige 
antes de operar en cualquier lugar, sus 
funcionarios gozan de inmunidad fren-
te a la justicia del país anfitrión.

Roberto Bissio es director ejecutivo del 
Instituto del Tercer Mundo y coordinador de 
la red Social Watch.
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los intereses públicos, estas políticas pueden volverse 
obsoletas rápidamente si las modalidades de interac-
ción público-privadas evolucionan en nuevas formas 
que pueden no estar cubiertas por estas salvaguar-
dias. Esto llevó a que el CSO FfD Group (Grupo de 
Financiación para el Desarrollo de Organizaciones 
de la Sociedad Civil) acuñara la expresión “interfaces 
público-privadas” (IPP) para referirse a este fenóme-
no más amplio y para iniciar una encuesta mundial 
con el objetivo de identificar y agrupar estas nuevas 
modalidades, a fin de ofrecer a los encargados de for-
mular políticas un contexto analítico más integral que 
encuadre sus intervenciones de salvaguardia.

La cuarta y última dimensión de este discurso se 
relaciona con la participación creciente del sector 
privado en el margen de acción en materia de políti-
cas públicas, lo que suele traducirse en una captura 
corporativa completa. La premisa subyacente es la 
creencia de que hay una superposición considerable 
entre los intereses públicos y privados, a pesar de la 
flagrante evidencia de lo contrario. Este malenten-
dido requiere medidas inmediatas para defender la 
integridad y restablecer la centralidad de los titulares 
de derechos en los espacios de política pública, frente 
a la progresiva “creación de partes interesadas”. Dicha 
defensa implica el establecimiento inmediato de sal-
vaguardias sólidas ante conflictos de intereses, como 
excluir financiamiento privado, proteger la integridad 
del proceso de formulación de políticas y garantizar la 
fiabilidad de la investigación y la evidencia que infor-
ma y respalda la formulación de políticas.

Conclusiones

La resistencia a la democratización de la gobernanza 
económica mundial y la predilección por el sector 
privado dominante en los esfuerzos por implementar 
los ODS representan obstáculos importantes, cuando 
no insalvables, a la prestación de los medios de imple-
mentación necesarios para cumplir verdaderamente 
con la Agenda 2030. Más que medios de implementa-
ción, la comunidad internacional se enfrenta a “me-
dios de apropiación” de las aspiraciones de desarrollo 
de los países en desarrollo y sus comunidades para 
mantener un orden económico desactualizado, insos-
tenible, frágil y antidemocrático.
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financierización que el actual modelo de globalización 
económica suele promocionar de manera agresiva. La 
mercantilización es el proceso de expandir la gama 
de bienes y servicios que se producen y comercializan 
en el sector privado y se negocian en los mercados. 
Debilita constantemente los conceptos de bienes públi-
cos y derechos humanos, como resulta evidente en 
la mercantilización de alimentos, agua y salud. No es 
casualidad, entonces, que la Agenda 2030 no encuadre 
el alimento, el agua y la salud como derechos huma-
nos básicos, sino que los tome como necesidades por 
satisfacer, lo que abre aún más el camino para la pres-
tación privada. Más allá de los servicios sociales, la 
siguiente frontera de la mercantilización es el conoci-
miento, como lo expone ampliamente la privatización 
de semillas y recursos genéticos. La financierización, 
por otro lado, es un proceso que separa la propiedad 
del capital físico de la propiedad del capital financiero 
y aleja progresivamente el centro de gravedad de la 
economía de la producción y el consumo a favor de 
la propiedad financiera; de esta manera, aumentan 
el tamaño y la importancia del sector financiero en la 
administración de la economía. El resultado real de 
estos dos factores es el aumento en las diferencias de 
poder entre las personas, la propiedad económica y la 
toma de decisiones, lo que hace que la reformulación 
de una economía que satisfaga las necesidades de las 
personas se enfrente a desafíos drásticos. Más allá 
de la consideración a corto plazo de la efectividad, 
la transparencia y la eficacia financiera, una de las 
inquietudes más importantes respecto de las APP es 
su considerable contribución a la mercantilización, la 
financierización y la consecuente disminución de la 
capacidad del Estado para regular la economía en aras 
del interés público.

La tercera dimensión del discurso se relaciona con 
la ampliación de las modalidades de interacción 
público-privadas, con altas tasas de innovación en 
este ámbito. La realidad cambiante plantea nuevos 
desafíos a los encargados de formular políticas que 
desean establecer pautas y salvaguardias para prote-
ger los intereses públicos dentro de las APP, como lo 
solicita la Agenda de Acción de Addis Abeba. Si bien 
las campañas enérgicas de la sociedad civil contra las 
APP nocivas son cruciales, junto con la promoción 
para establecer pautas adecuadas a fin de proteger 
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